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Lima. 15 de noviembre de 2018

EXP. N.' 0,11,13-201 6'PA/TC
LIMA
JESÚS ENRIQUE QUIROGA ZEA

RAZÓN DE RELA'IORiA

La resolución emitida en el Expediente 0,1143-2016-PA/TC es aquella que declara
NULA la resolución recurrida y NULA la resolución de I'echa 10 de octubre de 2014 (lojas
29) expedida por el Décimo Juzgado Constitucional de la Corre Superior de Justicia de

Lima y dispone que se admita a trámite la demanda de amparo; y está conibmada por los
votos de los magistrados Mi¡anda Canales, Sardó¡ de Taboada y Espinosa-Saldaña Bdrrera.

este Ílltimo convocado para dirin-rir la discordia suscitada en autos. Se deja constancia de

que los magistrados concuerdan en el senlido del fallo y la resohlción alca¡za los trcs votos
conformes, tal como lo prevé el artículo 11, primer pánafo del Reglamento Normativo del
Tribunal Constitucional e11 concordancia con el afiículo 5, cuarto pámafo de su Ley
Orgánica. Asimismo, se adjunta el voto sillgular del magist¡ado Fenero Costa.
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TRIBUNAL CONSf IIUCIONAL

VO'I'O DE LOS MAGISTRADOS MIRANDA CANALBS Y
SARDÓN DE TABOADA

VIS'TO

El recurso de agravio constitucional inlerpuesto por don Jesús Enrique Quiroga
Zea contra Ia rcsolución de fecha 27 de abril de 2016, de lojas 79, expedida por la
Scgunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que decla¡ó improcedente
slr demanda de amparo; y,

ATENDIENDO A QUE

l- El I2 de sctiembre de 2014 (fojas 23). cl ¡ecumente interpone demanda de amparc
jueces integmntes de la SeSunda Sala de Derecho ConfitLrcional y Social

ria de la Corte SuPrema de Justicia de la República solicitando Ia nulidad
olución de 7 de rnayo de 2014 (foias 2) que declaró improcedente su

de casación.

Sostiene el recurrente que en la calificación de su recurso de casación y luego de
una pr¡11era discordia se suscitó un empate, lo que motivó que se llamara a un
segundo jlrez dirimente, quien votó a favor de la procedencia de su casaciórll sin
cmbargo, se declaró oula su intervcnción y se llamó a otro dirimente, el cual votó
c¡ scntido contrario, por lo que su recurso füe flnalmente lechazado. Agrega que no
lor¡ó conocimicnto de dicho trámite, pues no lc notificaron dc los actos proccsalcs,
pese a tener domicilio procesal en Lima. En tal sentido. considcra qlrc han
vulncrado sLrs derechos al dcbido proccso y a la tutelajudicial cicctiva.

3. n Décimo Juzgado ConstifLrcional dc la Corte Supcrior de Justicia de l-ima, con
rcsolución dc fccha l0 dc octullre de 2014 (foias 29), declaró i¡nprocedente la

demanda por considerar que los argumentos planteados están dirigidos a cueslionar
la dccisión adoptada por la Sale suprema de¡landada, lo cual no resulla viable.

A su turno. la Segunda Sala Civil de la Code Super¡or de Justicia de Lima, con
resolución de fecha 27 de abril de 2016 (fojas 79), confirmó Ia apelada por
silnilares l'undamentos.

^Dálisis 
de procedcnciá dr l¡ demanda

Consider-amos que lo a|gurnentado por el recurrente incide de manera directa en el
coDtenido constit!¡cional¡nente protegido del derecho aljuez natural. pues más allá
dcl resultado del aclo califioalorio del recurso de casación, no puede soslalarse que,

en realidad. lo que solicita es que se delermine la regularidad o irreSularidad de la
decisión que dejó sin electo la intervención de un juez dirirnente. que no solo se
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había abocado al conoci¡nienlo de dicho recurso, sino que también había expedido
sn voto y, sin embargo. no se Ic habría notificado de dichas actuaciones.

6. En otras palabras, lo que argumenta el recurrente es la vulneración de su derecho al
jucz natural. Por ende, su demanda debe ser entendida en esos ténninos en

aplicación del principio de iufti norít curia estipulado en el artículo VIII del Tíx¡lo
Preliminar dcl Código Procesal Constit!¡cional.

?. Así las cosas, las resoluoiones impugnadas en cl presente proceso han sido
expedidas incurriendo cn un vicio procesal insubsanable que al-ecta

trascendentalmente los autos expedidos en el presenlc proceso. En consecuencia,
resulta de aplicación cl scgundo párrafb del articulo 20 del Código Procesal

Constitucional, que establece lo siguienle:

EXP. N.. 04143-2016-PA/TC
LIMA
JESÚS ENR]QUE QUIROCA ZEA

Si el Tribunal considcra que la resolucióñ impuBnad¡ ha sido cxpcdida
incuniéndosc en un !icio del proce$ que ha afecrado el sentido de la
declsi(in, la anulará y ordenará se repo¡ga el fámitc al estado

inmcdi¡to dntcrior a la ocurrencia dcl !icio.

Por eslas consideraciones. eslimamos quc se dcbc

l. Declarar NULA la rcsolución rccuftida y NULA 1¿ resolución de 1¡cha l0 de

oclullre dc 2014 (fojas 29) expedida por el Décimo Juzgado Constitucional de la

SS

N,II Ii,ANI)A CANAI,F]S
SAIIDÓN DE TABOADA

)I

,/l

Lcq

B,i
cI



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
I ilililtililtiltilt Iilt
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA

Coilcido con lo resuelto por ios magistrados Miranda Canales y Sa¡dón de Taboada, en

tanto se decla¡are nula la resolución recurrida y la resolución, de fecha 10 de octub¡e de

201,1. cxpcdida por el Décimo Juzgado Comtitucional de la Corte Superior de Justicia de

I-ima: y. ordenar que se admita a tránrite la demanda.
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La administración dejuslicia conslitücional de la libertad que brinda el lribunal
ConstitLrcional, desde su creación. cs rcspetuosa, como corresponde, del derecho dc

def¿nsa inherenle a loda persona, cuya manit¡stación primaria es el derecho a scr
oído con lodas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual sc

deLenninen .u. Llerer'hu\. interc.c. ) obliga. ioncs.

2- Precisamente. mi alejarniento respecto a la cmisión de una resolución constitucional
sin realizarse aLrdiencia de visla, sea la scntcncia interlocutoria denegatoria o. como
cn cl prescnte caso. una resolución que dispone Ie admisión a trámitc dc Ia

demanda. está relacionado con el ejercicio del derecho a Ia dclensa- el cual sólo es

electivo cuando eljusticiable y sus abogados püedcn cxponcr. dc manera escrita y
oral, los argumcntos pcrtincntcs. concretándose el principio de inmediación que

debe regir cn lodo proccso constitucional. conforme prescribe el artículo lll del
'lítulo Preliminar dcl Código Procesal Constitucional.

Sobre la intervcoció¡ de las padcs, coffcspondc cxprcsar que, en tanto que la
potesud de adminislrar justicia conslil¡ye una manifcstación dcl poder que el
Estado ostenla sobre las personas. su cjcrcicio rcsulla consfitucional cuando se

brinda con estriclo respelo de los derechos inhcrcntcs a lodo scr humano, lo quc

incluye elderecho a ser oído con las debidas garantias.

(labc añad;r que la párlicipación direcla dc las partcs. c¡ dcftnsa dc sr¡s intcrcscs,
qüc sc concedc er1 la audicncie dc vista, tambión constituyc un clemcnlo quc

dcmocratiza cl proccso. Dc Io contrario. se dccidiría sobrc la csfcra dc intcrés ds
una pcsona sin pcrmit¡1c alcgar Io correspondicntc a su lavor, lo que resullaría
cxcluycnlc y antidemocrático. Adcmás, cl Tribunal Constitucional lienc cl dcbcr
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y Ios
argu¡lcntos que juslifican sus deoisioncs, porque ésle se legiti¡na no por ser un
tribunal de justicia, sino por la .iuslicia de sus razones, por expresar de modo
sullciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada caso que resuelve.

IXP N.' 04143-201(!PA/lC
I,IMA
JF]SI]S ENR]QUT' QUIITOGA ZÍ.]A

VOTO StNCI.]I,AR DIII, MACISTRADO FI.]RR¡]RO COSTA

Co¡ el mayor respeto por mis colegas magiskados, emito el presenle voto singular pues

considero quc para declarar la nulidad de la rcsolución recurrida. así como de la apclada
y ordcnar la admisión a trámite de la dcmanda, previamente se debe convocar a vista de

la causa y dar opo ünidad a las parles para que inlbrmen oralmcnte. Sustento rui
posición cn lo siguiente:

1

lü

EL DERECITo A sER oiDo coNro MAN|!cs'tACIóN DE l-A tlttMocRAttz^ctÓN DE Los
PRocEsos coNSTIt ucroN^r,¡rs DE l-,\ LIBURTAD
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5. En ese sentido, la Corte Interamericana dc Dcrechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al llstudo d tralir al inrlfiidúo en lodo monrcnto cono
un wrdadero s teto del proceto. en el más dnpl¡o senfido de esfe conceplo, ! no

.rinplenlente cono ob¡eto del uísmo"t. y qre "paru que exisld debirlo proceso legal
es lrrcciso qtte ün juslíc¡able puedo hdcer valer .¡us derechos ), deJ¿nder sus

¡nttrL\e' Ln^[otmo e[ecrno | ¿n condic¡ones de iguoLlad procesal con ollos
¡ü't¡c¡ahl¿r"'.

6. Por lo exp!¡esto, volo a favor dc que, previamentc a su pronunciamiento. elTribunal
Constitucional convoque a audiencia paÉ la vista de la causa, oiga a las partes cn
caso soliciten informar y, de ser el caso, ordcne Ia admisión a trámite de la
demanda.

S

FIiRRERO COS'I'A

Lo qü*
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I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del l7 de noviembre de 2009-
párrafo 29.

'Co.t. IDII. Caso llilaire, Constantine y Benjamio y olros vs. Trinidad y TobaSo,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.
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